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El COVID-19 ha tenido una incidencia relevante en la vida de las
sociedades mercantiles en general, también en las públicas,
especialmente en las de ámbito local dedicadas a servicios como
el transporte cuya actividad se restringió jurídicamente, y cuyo
volumen ha disminuido drásticamente por la crisis económica
asociada a la pandemia. Al margen de las repercusiones
económicas que eso pueda tener sobre su gestión futura existen
consecuencias que afectan al propio régimen jurídico de
funcionamiento de estas sociedades.

En efecto, recordemos que estas entidades se encuentran sujetas
a los principios de estabilidad y sostenibilidad presupuestaria lo
que tiene muchas implicaciones, para evitar las peores
consecuencias de los incumplimientos de las normas de
estabilidad, y al margen de lo que hayan podido paliar las
pérdidas las diversas medidas adoptadas por el gobierno en muy
diversos ámbitos (laboral, fiscal, subvenciones varias), se ha
activado la cláusula de escape de las normas de estabilidad
presupuestaria. Sin embargo ello no basta a las sociedades
mercantiles locales que siguen en riesgo de sufrir una grave
distorsión en su funcionamiento como consecuencia de aspectos
contables que no han sido modificados y que tienen
consecuencias sustantivas muy relevantes pues pueden dejar de
considerarse entidades de “mercado” para pasar a considerarse
como Administración pública y por tanto sometida a la Ley de
Estabilidad presupuestaria en su totalidad
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COVID-19 has had a relevant impact on the life of commercial
companies in general, also in public companies, especially
those at a local level dedicated to services such as transport,
whose activity was legally restricted, and whose volume has
drastically decreased due to the economic crisis associated
with the pandemic. Apart from the economic repercussions
that this may have on their future management, there are
consequences that affect the very legal regime of operation of
these companies.

Indeed, let us remember that these entities are subject to the
principles of budgetary stability and sustainability, which has
many implications, to avoid the worst consequences of non-
compliance with the stability rules, and regardless of what the
losses may have been able to alleviate. various measures
adopted by the government in very diverse areas (labor, tax,
various subsidies), the escape clause of the budgetary stability
rules has been activated. However, this is not enough for local
commercial companies that continue to be at risk of suffering a
serious distortion in their operation as a result of accounting
aspects that have not been modified and that have very
relevant substantive consequences since they can no longer be
considered "market" entities for to be considered as public
administration and therefore subject to the Budget Stability
Law in its entirety.Su
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02. De las amenazas de desaparición a las de pérdida de 
autonomía en la gestión de las mercantiles públicas

A propósito de la reacción que ha tenido el legislador, o mejor dicho el

Gobierno que utiliza al legislador a modo de mero ratificador de Decretos-leyes,
frente a la consecuencias que el COVID-19 ha desencadenado en la vida de las
sociedades mercantiles en general, y de las públicas, especialmente
autonómicas y locales, abordé en otro trabajo anterior la posibilidad de que se
activase un mecanismo de disolución. Dicho mecanismo estaba relacionado con
la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de la
Administración Local que dio una nueva redacción a la hasta entonces plácida
disposición adicional novena de la Ley Reguladora de Bases de Régimen Local,
estableciendo una causa de disolución por pérdidas.

En aquel caso aclarábamos como ese peligro era ficticio. Sin embargo la
legislación presupuestaria, que tanta incidencia ha tenido a partir de la crisis
financiera de 2008, en la vida de las Administraciones en general, pero, en
particular, en la de las Comunidades Autónomas y, sobre todo, en las entidades
locales, sí que ha traído una causa de zozobra real a la sociedades mercantiles
de estas entidades que parece haber pasado desapercibida
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02. De las amenazas de desaparición a las de pérdida de 
autonomía en la gestión de las mercantiles públicas

En este caso no está en juego directamente su supervivencia, pero sí un

cierto ámbito de autonomía en la gestión que se podía ver reducido de manera
muy drástica a causa de las bajadas de ingresos que la pandemia va a provocar,
sobre todo en las empresas que tienen que ver con servicios públicos como las de
transporte urbano por ejemplo. Dicho problema tiene un origen contable, y
aunque sabemos que la contabilidad aspira simplemente a dar una información
fiel y veraz de la situación de la sociedad, resulta que el legislador en no pocas
ocasiones toma los datos contables como base de determinadas decisiones. En
esos caso lo contable tiene consecuencias sustantivas.

En el caso de las sociedades mercantiles ello se torna en un elemento
esencial por el hecho de que en función de los resultados contables estarán
sometidas a las normas de estabilidad presupuestaria en uno u otro modo. Y esto
a su vez determinará el ámbito de autonomía en la gestión del que gozan y, tal
vez, su propio futuro. En definitiva se trata de una cuestión crucial que pasamos a
explicar.
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03. Las normas de estabilidad presupuestaria como origen de esta cuestión

La crisis económica puso al descubierto la insuficiencia de los mecanismos de disciplina de la

Ley de Estabilidad Presupuestaria de 2001, a nivel nacional, así como, a nivel europeo se puso de
manifiesto la necesidad de avanzar en el proceso de integración económica, lo que se traduce en
mayor coordinación y responsabilidad fiscal y presupuestaria de los Estados miembros. Esto dio
lugar a nivel europeo al Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica
y Monetaria de 2 de marzo de 2012, y, con anterioridad, a la política crediticia del Banco Central
Europeo en la que se basó la resistencia del euro en general, y de la economía española en
particular, a los ataques especulativos contra su deuda pública. Aunque la experiencia de la crisis
hubiera hecho crecer la conciencia de la necesidad de unas finanzas públicas saneadas, y la
creencia de que la estabilidad presupuestaria es elemento esencial para reforzar la confianza de
los inversores en España y poder así seguir captando la deuda pública necesaria, no se puede
obviar que esta conciencia fue estimulada por las obligaciones que desde Europa se iban
imponiendo y que desde luego no surgió de manera espontánea.
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03. Las normas de estabilidad presupuestaria como origen de esta cuestión
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En este sentido, en septiembre de 2011, se reformó el artículo 135 de la Constitución Española

y se introdujo una regla fiscal que limita el déficit público de carácter estructural en nuestro país y
limita la deuda pública al valor de referencia del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
La necesidad de una Ley Orgánica que desarrollara este artículo antes del 30 de junio de 2012 dio
lugar a la actual Ley de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, Ley Orgánica
2/2012, de 27 de abril, LOEPSF en adelante.

Es en esta norma donde se define el objetivo de estabilidad y sostenibilidad presupuestaria para
toda la Administración, sin embargo, el modo en que esto se va a exigir varía en función del tipo
de organismo ante el que estemos. A este respecto es en el artículo 25, el que se refiere a su
ámbito de aplicación subjetivo, donde se distingue entre el sector de Administraciones Públicas,
por un lado, y el resto de las entidades públicas empresariales, sociedades mercantiles y demás
entes de derecho público dependientes de las administraciones públicas, por otro lado. Esta
distinción tiene una transcendencia fundamental porque, mientras que a las primeras se les aplica
la ley en su totalidad, a las segundas, como se deriva del artículo 2.2, sólo se le aplican los
artículos que expresamente se refieran a ellas. Lo señalado se expresa en el distinto modo en que
se entiende cumplido el principio de estabilidad presupuestaria.

En este sentido el artículo 3 de la ley señala que se entenderá por estabilidad presupuestaria de
las Administraciones Públicas la situación de equilibrio o superávit estructural, mientras que para
los sujetos del artículo 2.2 se entenderá por estabilidad presupuestaria la posición de equilibrio
financiero. Esta diferencia requiere un análisis más profundo respecto de las sociedades
mercantiles locales.
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04. El alcance del principio de estabilidad presupuestaria respecto de las 
entidades locales, en especial las sociedades mercantiles

14

Para comprender el alcance de esta diferencia en la sujeción al principio de estabilidad

presupuestaria, y como se aplica hay que bajar al nivel del Real Decreto 1463/2007, de 2 de
noviembre, por el que se aprueba el reglamento de desarrollo de la Ley 18/2001, de 12 de
diciembre, de Estabilidad Presupuestaria, en su aplicación a las entidades locales, texto que no
ha sido expresamente derogado y que en todo lo que no contradiga a la LO 2/2012 continúa, por
tanto en vigor.

En concreto es especialmente relevante el articulo 45, puesto que en el se alude a una diferencia
fundamental entre las sociedades mercantiles que no son de mercado y se consideran a estos
efectos como parte de la Administración Pública y las que funcionan en régimen de mercado que
son las únicas que quedarían dentro del ámbito de aplicación del artículo 2.2 antes citado.

En concreto se señala que las entidades que presten servicios o produzcan bienes no financiados
mayoritariamente con ingresos comerciales, aprobarán, ejecutarán y liquidarán sus presupuestos
consolidados ajustándose al principio de estabilidad definido Ley General de Estabilidad
Presupuestaria. Mientras que las demás aprobarán, ejecutarán y liquidarán sus respectivos
presupuestos o aprobarán sus respectivas cuentas de pérdidas y ganancias en situación de
equilibrio financiero, de acuerdo con los criterios del plan de contabilidad que les sea de
aplicación.
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04. El alcance del principio de estabilidad presupuestaria respecto de las 
entidades locales, en especial las sociedades mercantiles
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Así para las sociedades mercantiles recogidas en el artículo 2.1, la evaluación del principio de

estabilidad presupuestaria se efectuará en términos consolidados con el conjunto de entidades
que conforman el sector Administración pública de una entidad local. En el caso de
incumplimiento, la Administración incumplidora formulará un plan económico financiero que
permita en un año el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria. Mientras que para
las Sociedades Mercantiles incluidas en el ámbito subjetivo del artículo 2.2. de la LOEPSF se
considerará que se encuentran en situación de desequilibrio financiero cuando, de acuerdo con
los criterios del plan de contabilidad que les resulte aplicable, “incurran en pérdidas cuyo
saneamiento requiera la dotación de recursos no previstos en el escenario de estabilidad de la
entidad del artículo 4.1 a quien corresponda aportarlos”. El incurrir en esta situación dará lugar a
la elaboración, bajo la supervisión de la entidad local de la que dependan, “de un plan de
saneamiento para corregir el desequilibrio, entendiendo por tal que la entidad elimine pérdidas o
aporte beneficios en el plazo de tres años”. Este plan deberá ser presentado para la aprobación
por el Pleno de la entidad local en un plazo de tres años.

Por tanto dos diferencias fundamentales. Se trata de someterse a las medidas generales de la
entidad local y tomar medidas en el plazo de un año, o tomar las medidas concretas que sean
necesarias en la mercantil local, aunque con la supervisión de la entidad local, y con un horizonte
temporal de tres años. Cualquier gestor de sociedad mercantil es consciente de la importancia de
esta diferencia.
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05. El mecanismo de escape a la estabilidad presupuestaria
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Como hemos visto la introducción de este tipo de normas tiene un origen europeo y se inspira

en la idea de que la limitación del gasto público implica una mayor fortaleza del sistema
económico, aunque desde luego no resulta una idea totalmente pacífica. Esto nos pone ante una
situación en la que el margen de acción de los gobiernos en relación al gasto se reduce, además
de por su capacidad de atraer inversores en el mercado de deuda pública, por el límite de déficit
que pueden acumular. Ante estas restricciones queda la posibilidad de hacer recortes en el gasto
público o de aumentar los impuestos. Esta última vía se encuentra a su vez limitada por la
capacidad de los contribuyentes en general, y, sobre todo, en lo que se refiere a los impuestos
que más afectan a la actividad económica, como el de sociedades, por la posibilidad de las
empresas de reubicar sus centros en otros países de la Unión con un tratamiento fiscal más
favorable, situación que no acabará mientras no se produzca una unificación fiscal. Todas estas
dificultades no eran ajenas a los impulsores del sistema y ello explica que se previera lo que se
ha denominado cláusulas de escape, es decir, la previsión de que, ante determinadas
circunstancias especialmente graves, no se apliquen las normas de estabilidad presupuestaria.
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05. El mecanismo de escape a la estabilidad presupuestaria
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Así, a nivel europeo contamos con el ejemplo del Pacto de Estabilidad y Crecimiento que

tiene su origen en el Tratado de Maastrich y da lugar a dos reglamentos comunitarios en los que
se recogen las sanciones que se impondrán a los países que infringieran las normas derivadas del
principio de estabilidad presupuestaria. Las sanciones se imponen por el Consejo, a propuesta de
la Comisión, inicialmente se recogen como causas que pueden justificar el incumplimiento de los
Estados, y que por tanto son cláusulas de escape, las circunstancias extraordinarias o recesiones
económicas que se tradujeran en una desaceleración de, al menos, un 2% del PIB en relación al
crecimiento previsto. Se trata de conceptos jurídicos con un alto grado de indeterminación que
ofrecen un amplísimo ámbito de discrecionalidad, y esto dio lugar al lamentable espectáculo de la
no sanción a Francia y Alemania, cuando incumplieron.

En base a esta experiencia se introdujo una reforma en la que ya no se exige la mayoría para
sancionar, sino para no sancionar a propuesta de la Comisión, se quita el referente del 2% y se
añade dos causas como son la participación de los Estados en “situaciones de cooperación
internacional” y los gastos extraordinarios que pudieran incurrir como consecuencia de la
“unificación europea”. La Unión recientemente ha activado esta cláusula de escape a raíz del
COVID 19, la Comisión anunció el 20 de marzo de 2020 que comunicaría al Consejo su
pretensión de suspender las reglas de estabilidad presupuestaria. En la actualidad lo que se está
vislumbrando es que esa suspensión va a alcanzar también a 2022. Clausulas similares se
encuentran en el Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza, aunque más difícil es
articularlas en el Mecanismo de Estabilidad Europeo.
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05. El mecanismo de escape a la estabilidad presupuestaria
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A nivel nacional ello se traduce en el artículo 135.4 de la CE que señala: “4. Los límites de déficit

estructural y de volumen de deuda pública sólo podrán superarse en caso de catástrofes naturales,
recesión económica o situaciones de emergencia extraordinaria que escapen al control del Estado y
perjudiquen considerablemente la situación financiera o la sostenibilidad económica o social del
Estado, apreciadas por la mayoría absoluta de los miembros del Congreso de los Diputados”, y que
se traduce en lo expuesto en el artículo 11.3 de la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y
Sostenibilidad Financiera. En este sentido el Consejo de Ministros de 6 de octubre solicitó al
Congreso la suspensión sobre la base de que nos encontramos en una situación de emergencia
extraordinaria motivada por la situación de pandemia y el Congreso de los Diputados en su sesión de
20 de octubre de 2020 ha apreciado, por mayoría absoluta de sus miembros, que se da una situación
de emergencia extraordinaria que motiva la suspensión de las reglas fiscales que han quedado
suspendidas para 2020 y 2021.
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06. Alcance de los efectos de la suspensión de las reglas fiscales
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Ya sabemos que por tanto no se aplican el déficit estructural y el límite de deuda pública. En la
medida en que las reglas fiscales se suspenden hay que entender que los incumplimientos de las
mismas en los ejercicios suspendidos no darán lugar a medidas correctivas. Sin embargo ello no
ha hecho desaparecer el resto de la legislación económico presupuestaria que afecta a las
Administración Públicas, así por ejemplo en materia presupuestaria el texto refundido de la Ley
reguladora de las Haciendas Locales y su artículo 165.4, de modo que “cada uno de los
presupuestos que se integran en el presupuesto general deberá aprobarse sin déficit inicial”.
También se mantiene la condicionalidad fiscal que se define en el Real Decreto-ley 17/2014, de
26 de diciembre. Tampoco se ven alteradas las obligaciones que en relación al pago de
proveedores que se impone por la normativa contractual y como consecuencia de ello siguen en
vigor las medidas correctivas previstas en la legislación de estabilidad para el incumplimiento del
pago en plazo.
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06. Alcance de los efectos de la suspensión de las reglas fiscales

22

Finalmente es especialmente relevante a los efectos que más adelante expondremos, la cuestión
de que la suspensión se refiere a los deberes sustantivos que implica el principio de estabilidad
presupuestaria pero no a los deberes de información que conlleva, de modo que se debe seguir
cumpliendo con estos y con los que puedan imponerse, lo cual tiene todo el sentido porque una
cosa es que no se apliquen determinadas normas y otras que no se deba conocer el estado de las
finanzas de las entidades.

En este sentido el documento de Hacienda antes dictado señala: “En particular, y por lo que se
refiere a la elaboración de la contabilidad nacional y a la información de base necesaria para
dicha elaboración, hay que tener en cuenta que las obligaciones de remisión de información en
términos de contabilidad nacional a las instituciones europeas por parte de los Estados Miembros
no han sido objeto de suspensión, manteniéndose a todos los efectos los calendarios, formatos y
contenidos ordinarios de remisión. En consecuencia, la información ha de seguir remitiéndose por
las administraciones territoriales en los términos y plazos habituales, con el fin de que puedan
elaborarse las cuentas nacionales que permitan dar cumplimiento a estas obligaciones
internacionales.
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07. El alcance de la crisis a las sociedades mercantiles públicas 
por  las exigencias de su concepto desde el punto de vista contable
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Pudiera parecer por lo dicho que, en principio, las bajadas de ingresos de las empresas

públicas de servicios como consecuencia de la bajada general de la actividad económica
producida por la pandemia, y de las concretas medidas que han reducido, en algunos casos, su
actividad no deberían afectar a estas entidades puesto que, suspendidas las normas fiscales, han
quedado igualmente suspendidas la adopción de medidas correctivas por el incumplimiento de las
normas de estabilidad. Sin embargo queda en pie un problema para estas sociedades que se
pondrá de manifiesto cuando se levante la suspensión. Para comprenderlo es necesario que,
previamente profundicemos en el concepto de sociedades desde el punto de vista de estabilidad
presupuestaria.

Como sabemos es habitual que en Derecho una misma denominación se refiera a
realidades diferentes en función del ámbito jurídico en que se utilice. Pues esto mismo sucede
aquí donde los conceptos que estudiamos no se corresponden exactamente con los de la Ley
40/2015, las leyes reguladoras de las Administraciones de las Comunidades autónomas y la
LRBRL. En efecto no bastará con que se den las condiciones que estas normas establecen a las
entidades para entrar dentro del concepto de agencia, sociedad, etc, sino que es necesario un
requisito adicional. Para encontrar ese requisito adicional tenemos que acudir a una norma de
contabilidad, que no deja de ser una norma jurídica.
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En este caso hay que acudir a la normativa comunitaria, no olvidemos que el origen

de la reforma en materia de estabilidad es también europeo. Pues bien, es evidente que todo el
aparato normativo articulado para asegurar el principio de estabilidad y, en su caso, poner en
marcha los mecanismos de corrección de los infractores, requiere de un sistema de información,
en este caso de información contable, que sea homogéneo y que permita que las autoridades de
supervisión, nacionales y europeas, tengan datos que puedan ser comparables. En este sentido
los sistemas internos de contabilidad publica son sólo la base estadística sobre la cual hay que
aplicar la normativa comunitaria que permite unificar la información para lo cual es fundamental
el Reglamento (CE) Nº 2223/96 del Consejo, de 25 de junio de 1996, relativo al sistema europeo
de cuentas nacionales y regionales, norma jurídica obligatoria, directamente aplicable en cada
Estado miembro, y conocida como SEC 95. Además hay que tener en cuenta el “Manual del SEC
95 sobre el déficit público y la deuda pública”, publicación oficial de Eurostat que como señala la
IGAE en el documento ya citado, “consiste en una serie de normas adicionales de interpretación
y de aclaración de los principales criterios que afectan a las operaciones realizadas, directa o
indirectamente, en el ámbito del sector de las Administraciones públicas y cuyo principal objetivo
es garantizar la coherencia en el cálculo del déficit y la deuda públicos”.
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Es en estos textos en los que vamos a encontrar que no toda sociedad mercantil, agencia o

entidad está incluida en el ámbito del artículo 2.2 de la LOEPSF, y por tanto con una aplicación
menos exigente de los principios de estabilidad presupuestaria. No basta con tener esas
formas jurídicas sino que además hay que cumplir un requisito esencial relacionado con la
actividad de mercado. El SEC95 define al sector institucional S.13 Administraciones Públicas
como aquel que “incluye todas las unidades institucionales que son otros productores no de
mercado cuya producción se destina al consumo individual o colectivo, que se financian
principalmente mediante pagos obligatorios efectuados por unidades pertenecientes a otros
sectores y/o que efectúan operaciones de redistribución de la renta y de la riqueza nacional”.
En sentido contrario se considerarán que no forman parte de la Administración Pública a estos
efectos las entidades, agencias, sociedades que son “de mercado”. Resulta esencial por tanto
para determinar el ámbito de aplicación de la Ley 2/2012 que se comprenda con exactitud que
se exige para considerar que una entidad es “de mercado” y una vez hecho eso es cuando
podremos exponer como las consecuencias de la COVID sobre las mismas.
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Según el SEC95 y los manuales citados, las unidades públicas que tengan como función

principal redistribuir renta y riqueza o bien, que sean “productores no de mercado” ( es decir
ofrecen a los ciudadanos bienes y servicios a título gratuito o semigratuito) serán
Administraciones públicas en contabilidad nacional. Por el contrario, quedarán fuera del concepto
de “Administraciones públicas las unidades públicas que realicen actividades comerciales y
vendan sus productos y/o presten servicios percibiendo precios económicamente significativos,
entendiendo como tales, con carácter general, aquellos que permitan que las “ventas” cubran al
menos el cincuenta por ciento de sus costes de producción”. Estas unidades son denominadas
“productores de mercado”.

Por tanto, cuando se analiza a las empresas públicas con el fin de efectuar su clasificación dentro
o fuera del sector de las Administraciones públicas, se tiene en cuenta la actividad económica
realizada, que por su naturaleza los ingresos constituyan venta, y la aplicación de la regla del
50%, es decir que estos provengan al menos en ese porcentaje de una actividad de mercado. De
estas reglas nos vamos a detener en la referente al 50% de ingresos de mercado que es la que
puede generar problemas a las sociedades públicas a raíz de la afectación de su actividad como
consecuencia de las restricciones sanitarias a la actividad económica y de la propia contracción de
esta en términos generales.
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Fácil es comprender que si tenemos una sociedad cuyos ingresos en tiempos normales

provenga en un 70 u 80 por ciento del mercado y el porcentaje restante no pueda incluirse ahí,
es probable que en años en que la actividad comercial y las ventas en sentido de contabilidad
nacional caen casi a 0, se encuentre con que dejen de cumplir con esta proporción. En efecto,
téngase en cuenta que, de acuerdo con el manual SEC, las “ventas” se deben identificar con el
importe obtenido por la venta de los bienes y/o servicios producidos, excluidos los impuestos
sobre los productos, excluidas las subvenciones pagadas por una Administración pública
destinada al cubrir el déficit global de la unidad, así como cualquier otra subvención a la que no
puedan acceder los productores privados en general, o lo hacen en condiciones diferentes. A este
respecto hay que señalar que Eurostat hace una análisis caso a caso de las subvenciones y que
suele tener un criterio bastante restrictivo en cuanto a considerar las subvenciones como
ingresos por ventas. Tampoco se consideran “ventas” los restantes ingresos recogidos en la
cuenta de pérdidas y ganancias, tales como, excesos de provisiones para riesgos y gastos,
ingresos financieros, resultados extraordinarios, transferencias corrientes o de capital recibidas,
ni la imputación a resultados de las subvenciones de capital. Por tanto, si con la crisis puede que
se hayan aliviado algo los gastos de la empresa con medidas laborales como los ERTES, con
determinadas compensaciones o subvenciones, y con una bajada en el consumo de suministros,
es evidente que la estructura de costes de las empresas, y más de las empresas de servicios
municipales que ha de responder con una determinada calidad a servicios muy relevantes,
cuando no esenciales, no es tan flexible como su estructura de ingresos y que, si en los ingresos
se producen caídas tan pronunciadas, no es descartable que dejen de cumplir con la regla del
50%.
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Recordemos que la consecuencia de no cumplir con el criterio del 50% es que se someterían,

en los mismos términos que la entidad local a la que pertenecen, a la LOEPSF, y por tanto a las
mismas medidas correctivas en el plazo de un año. Dado que los objetivos de estabilidad y la
medidas, conforme a lo explicado en el epígrafe anterior, se encuentran suspendidos, en
apariencia, no hay problema. Sin embargo hay que seguir profundizando en los aspectos
contables de la clasificación de las empresas. En este sentido las normas SEC y su manual
señalan que el criterio del 50 % se debe aplicar considerando una serie de años. A este respecto
el manual de aplicación de las SEC a las entidades locales analiza series de cuatro años. Pues
bien pudiera resultar que en 2022 se levante la suspensión de los objetivos. Pudiera ser que en
2022, 2023, o 2024, las empresas públicas de servicios más afectadas por la pandemia ya
hubieran superado la situación anterior y que hayan vuelto a una estructura de ingresos en que
se cumpla con la regla del 50%.

Es igualmente cierto que no se adoptaran medidas correctoras sobre la base de los resultados de
2020 y 2021, y que en principio por tanto ninguna medida afectaría a estas sociedades por esos
resultados tanto si se la consideran administración como si no. Sin embargo las normas contables
no están suspendidas, ello quiere decir que, en teoría al menos, puede darse la situación de que
la empresa individualmente considerada cumpla con los requisitos de estabilidad, pero que la
entidad local de la que depende no lo cumpla. Pues bien en esos cobra relevancia la calificación
que se haga de la empresa, bien dentro del sector de Administración o bien en el resto de
entidades porque, en estos casos, si a la empresa se la califica como Administración se someterá
a las medidas correctoras que se apliquen a la entidad local y, que si se basan en ejercicios
posteriores a 2021, no estarán suspendidas, de acuerdo con lo dicho antes sobre las cláusulas de
escape.Im
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Sin embargo no se puede olvidar que las propias normas SEC señalan que este porcentaje “se

aplicará de forma estricta únicamente si se mantiene durante varios años o se cumple en el año
en curso y se espera que lo siga haciendo en un futuro próximo. Las ligeras fluctuaciones del
volumen de ventas de un año para otro no harán necesaria una reclasificación de las unidades
institucionales (ni de sus UAE locales y las producciones de éstas”. Siguiendo lo dicho la
calificación como empresa se hace de manera “estricta”, lo cual supone en principio que se
cumpla obligatoriamente en una serie de años, sin que las ligeras fluctuaciones cambien su
calificación. Por tanto, las empresas que en aquel momento quieran evitar su calificación dentro
del sector de Administración tendrán una primera línea de defensa si la fluctuación en su caso es
“ligera” concepto jurídico indeterminado que resulta difícil concretar con antelación. Sin embargo
el principal argumento a su favor será la propia norma contable en una interpretación teleológica
y sistemática de la normativa de estabilidad.

Así, la Covid parece que se considera como un evento grave pero coyuntural. La extensa
normativa para paliar las consecuencias económicas de la pandemia parte de que las situaciones
de insolvencia, desequilibrio, etc., obedecen a una situación excepcional, que se espera que sea
transitoria, y tiene como finalidad, precisamente, evitar que se produzca un daño irremediable en
las sociedades proveniente de una situación externa a la propia vida y gestión societaria, y que
mercantiles sanas antes de la crisis generada por el COVID, y que podrían seguir siéndolo una
vez superada esta, sucumban. Como dice la exposición de motivos del Real Decreto-Ley
36/2020: “Se trata, en definitiva, de evitar que el escenario posterior a la superación de la crisis
del COVID-19 nos lleve a declaraciones de concurso o apertura de la fase de liquidación respecto
de empresas que podrían ser viables en condiciones generales de mercado (valor en
funcionamiento superior al valor de liquidación), con la consiguiente destrucción de tejido
productivo y de puestos de trabajoIm
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Esta motivación se encuentra en la base de gran parte de la legislación dictada como

consecuencia de la pandemia, y no sólo a nivel estatal, sino también a nivel autonómico, o
europeo, de lo que da buena cuenta la relajación de la prohibición de ayudas de estado que
supone el nuevo marco temporal. Pues bien, el criterio SEC debe ser interpretado de acuerdo a
este principio general de la legislación de pandemia en el sentido de no crear o agravar
problemas que se suponen desaparecerán tras el control del virus. Teniendo esto en cuenta, y
a pesar de que haya que ser estricto en la aplicación de la norma contable, en esta se recoge
que también se considerará que la empresa es de mercado si cumple el criterio en un año y
hay previsión de que se mantendrá. Pues bien si la empresa tenía la calificación de mercado
con anterioridad a la crisis, y con posterioridad a la misma resulta que sus ingresos de
mercado, vuelven a ser superiores al 50%, parece que en principio debería presumirse que esa
proporción se mantendrá en el futuro y, por tanto, no proceder a cambiar la calificación de la
misma con consecuencias tan indeseables como injustificadas. Lo esencial por tanto será
razonar porque esa previsión de ingresos de mercado es creíble, por ello, la entidad no debería
conformarse con señalar este hecho del pasado sino que deberá aportar todos los elementos
de convicción que estén a su alcance sobre la previsión de mantenimiento del citado
porcentaje.
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A estos efectos será fundamental los informes económicos y sus futuros presupuestos,

pero también un análisis de las causas de la bajada del porcentaje de ingresos de mercado
en la época de pandemia puesto que en la medida en que puedan asociarse esas bajadas a
esta situación se refuerza la previsión de que superada la misma la empresa volverá a la
situación anterior. El problema lo tendrán las sociedades mercantiles públicas que no
recuperen en el primer año tras el levantamiento su estructura de ingresos, en esos casos,
salvo que se adopte algún criterio por Eurostat, o se adopte alguna disposición legislativa a
nivel europeo serán consideradas dentro del sector de Administración pública y se
someterán como tales a las normas de estabilidad.
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